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Soto y la Jueza Reyes Berríos 
 

Adames Soto, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece ante nosotros el señor José M. Gómez Herrera (señor 

Gómez Herrera o el peticionario), por derecho propio, como miembro de la 

población correccional, y nos solicita que revoquemos una Resolución 

emitida por por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Arecibo 

(TPI), el 4 de marzo de 2021, notificada al siguiente día.1 En la referida 

determinación, el foro primario declaró No Ha Lugar a una Moción al 

Amparo de la Regla 192.1 y 185 de Procedimiento Criminal, sobre 

Corrección de Sentencia y Aplicación del Principio de Favorabilidad 

Retroactivamente presentada por el peticionario.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, denegamos 

la expedición del auto de certiorari.   

I. Resumen del tracto procesal  

El peticionario, quien se encuentra privado de su libertad bajo la 

custodia del Departamento de Corrección y Rehabilitación (Departamento 

 
1 La referida determinación del foro primario fue recibida por el peticionario el 9 de marzo 

de 2021. 
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de Corrección), presentó ante este tribunal una petición de Certiorari. En 

esta, alegó que el 26 de febrero de 2021 presentó una Moción al Amparo de 

las Reglas 192.1 y 185 de Procedimiento Criminal, sobre Corrección de 

Sentencia y Principio de Favorabilidad Retroactivamente ante el foro 

primario.2 Señaló que, en dicho escrito solicitó al TPI que se le aplicaran 

las disposiciones de la Ley de Armas de Puerto Rico de 2020, Ley Núm. 

168 del 11 de diciembre de 2019 (Ley 168-2019). Arguyó que, mediante la 

aprobación de la Ley 168-2019, la sentencia dictada en su contra no se 

cumplirá en años naturales, como lo disponía el Artículo 5.04 de la Ley de 

Armas de Puerto Rico, Ley Núm. 404 del 11 de septiembre de 2000 (Ley 

404-2000). Adujo que, el Art. 7.25 de la Ley 168-2019, en su última 

oración reza:  

Disponiéndose que, todas las penas de reclusión que se impongan 
bajo esta ley (168-2019), o la ley 404-2000, según enmendada, 
podrán ser consideradas para la libertad bajo palabra por la Junta 
de Libertad bajo Palabra al cumplir el setenta y cinco (75) por ciento 

del término de reclusión impuesto”.3 
 

Esbozó que, el 4 de marzo de 2021, notificada al siguiente día, el 

foro primario dictó la Resolución de la cual recurre ante nosotros, en la 

que declaró No Ha Lugar a su solicitud.  

Por ello, el peticionario señala la comisión de los siguientes errores: 

El Hon. TPI, Sala de Arecibo erró al denegar de plano la petición, 
sin tan siquiera celebrar una vista evidenciaría y no corroborar 
el expediente del caso de autos y las leyes y Reglamentos 
aplicables. 
 
Erró el Hon. TPI, al tipificar como una cláusula de reserva, el 
Art. 7.25 de la [L]ey [N]úm. 168-2019, según enmendada para 
rechazar la solicitud, toda vez que dicho art., no es una cláusula 
de reserva que impida la aplicación del Art. 4 del Código Penal 
vigente, según enmendado donde prohibía que se aplique lo 
solicitado bajo el art. (7.25 [L]ey 168-2019). 
 
Erró el Hon. TPI, al no considerar los argumentos que en ley y 
derecho le son aplicables al caso de autos, conforme se le expuso 
en la moción presentada ante su consideración. Esto ya que el 
Art. 4 del C.P., sobre “Principio de Favorabilidad”, le otorga al 
peticionario la oportunidad, de poder solicitar que se le aplique, 
ya sea al delito, al modo de cumplir las penas y/o como ejecutar 
la misma, la oportunidad de que se le aplique retroactivamente 
la nueva ley, siempre y cuando la misma le sea más favorable. 

 
2 Cabe destacar, que el peticionario no acompañó en su apéndice copia de la moción 

sometida ante el foro primario.  
3 Recurso de Certiorari, pág. 4. 
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II. Exposición de Derecho 

A. 

El auto de certiorari permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. 800 Ponce de León Corp. v. 

American International Insurance, 2020 TSPR 104, 204 DPR ___ (2020); 

Municipio Autónomo de Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 710 

(2019); Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC., 194 DPR 723, 728 

(2016). Es, en esencia, un recurso extraordinario mediante el cual se 

solicita al tribunal de superior jerarquía la corrección de un error cometido 

por el tribunal inferior. Pueblo v. Serrano Chang, 193 DPR 531, 539 (2015). 

(Hon. Rivera García, voto particular disidente); García v. Padró, 165 DPR 

324 (2005). La expedición del auto descansa en la sana discreción del 

tribunal y encuentra su característica distintiva, precisamente, en la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su expedición y 

adjudicar sus méritos. Municipio Autónomo de Caguas v. JRO Construction, 

supra, en la pág. 711; IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 (2012).  

Dispone la Ley de la Judicatura, Ley Núm. 201–2003, en su Art. 

4.006 (b), que nuestra competencia como Tribunal de Apelaciones se 

extiende a revisar discrecionalmente órdenes y resoluciones emitidas por 

el Tribunal de Primera Instancia. En casos criminales, la expedición de un 

auto de certiorari debe evaluarse a la luz de los criterios enumerados por la 

Regla 40 de nuestro Reglamento. Dicha Regla establece lo siguiente:   

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 
al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:   
  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.   

B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema.   

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto en 
la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia.   

D.  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz 
de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de 
alegatos más elaborados.   
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E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 
más propicia para su consideración.   

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no   
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio.   

G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita un 
fracaso de la justicia.   

En síntesis, la precitada Regla exige que, como foro apelativo, 

evaluemos si alguna de las circunstancias enumeradas anteriormente está 

presente en la petición de certiorari. De estar alguna presente, podemos 

ejercer nuestra discreción e intervenir con el dictamen recurrido. 

Recordemos que el ejercicio adecuado de la discreción judicial está 

indefectiblemente atado al concepto de la razonabilidad. Pueblo v. Ortega 

Santiago, 125 DPR 203, 211 (2001). En otras palabras, la discreción 

judicial es forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera. Íd. De no estar presente alguno de los 

criterios establecidos por la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

estaremos impedidos de expedir el auto y por lo tanto deberá prevalecer la 

determinación del foro recurrido.   

B. 

La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 192.1, 

provee a cualquier persona que se encuentre detenida, luego de recaída 

una sentencia condenatoria, a presentar en cualquier momento una 

moción ante el Tribunal de Instancia que dictó el fallo condenatorio con el 

fin de anular, dejar sin efecto o corregir la determinación impugnada, 

ordenar la libertad del peticionario, dictar nueva sentencia o conceder 

nuevo juicio, según sea el caso. Pueblo v. Marcano Parrilla, 152 DPR 557, 

568-571 (2000); Correa Negrón v. Pueblo, 104 DPR 286, 292 (1975). En lo 

pertinente, el mencionado precepto legal dispone lo siguiente:   

(a) Quiénes pueden pedirlo. Cualquier persona que se halle 
detenida en virtud de una sentencia dictada por cualquier sala del 
Tribunal de Primera Instancia y que alegue el derecho a ser puesta en 
libertad porque (1) la sentencia fue impuesta en violación de la 
Constitución o las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o la 
Constitución y las leyes de Estados Unidos, o (2) el tribunal no tenía 
jurisdicción para imponer dicha sentencia, o (3) la sentencia impuesta 
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excede de la pena prescrita por la ley, o (4) la sentencia está sujeta a 
ataque colateral por cualquier motivo, podrá presentar una moción a 
la sala del tribunal que impuso la sentencia para que anule, deje sin 
efecto o corrija la sentencia.   
 

(b) Notificación y vista. — A menos que la moción y los autos 
del caso concluyentemente demuestren que la persona no tiene 

derecho a remedio alguno, el tribunal dispondrá que se notifique 
con copia de la moción, si se trata de una sentencia dictada por el 
Tribunal de Primera Instancia, al fiscal de la sala correspondiente, y 
si se trata de una sentencia dictada por el Tribunal de Distrito, al 
fiscal de la sala del Tribunal de Primera Instancia a la cual puedan 
apelarse las sentencias de dicho Tribunal de Distrito. […] 
 
[…] 
El tribunal sentenciador no vendrá obligado a considerar otra 
moción presentada por el mismo confinado para solicitar el 

mismo remedio.   

.      .      .      .      .      .      .     .   
(Énfasis nuestro).   

Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, supra.   

En atención a lo anterior, el convicto que interese prevalecer con un 

reclamo bajo la Regla 192.1 viene llamado a establecer 

preponderantemente que en el proceso penal seguido en su contra se 

cometieron errores de derecho tan fundamentales que tornan ilegal la 

sentencia y contradicen las nociones más básicas de lo que es un proceso 

justo. De no cumplir con este estándar probatorio, no tendrá el 

convicto derecho a remedio alguno bajo la referida Regla 192.1.   

C. 

Como norma general, la ley aplicable a unos hechos delictivos es 

aquella vigente al tiempo de cometerse el delito. Pueblo v. González, 165 

DPR 675, 684 (2005); Pueblo v. Rexach Benítez, 130 DPR 273, 301 (1992).  

La excepción a esta norma es el principio de favorabilidad consagrado en 

el Art. 4 del Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5004, el cual establece lo 

siguiente:     

La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que favorezca a la persona 

imputada de delito.  En consecuencia, se aplican las siguientes normas:  

(a) Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito es distinta 
de la que exista al procesar al imputado o al imponerle la 
sentencia, se aplicará siempre la ley más benigna. 
(b) Si durante el término en que la persona está cumpliendo la 
sentencia entra en vigor una ley más benigna en cuanto a la 
pena o al modo de ejecutarla, se aplicará retroactivamente. 
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(c) Si durante el término en que la persona está cumpliendo la 
sentencia entra en vigor una ley que suprime el delito, o el 
Tribunal Supremo emite una decisión que despenalice el 
hecho, la pena quedará extinguida y la persona liberada, de 
estar recluida o en restricción de libertad.  
En estos casos los efectos de la nueva ley o de la decisión 
judicial operarán de pleno derecho. 

 

En esencia, el principio de favorabilidad establece que cualquier 

acusado tiene derecho a recibir el beneficio provisto por una ley posterior, 

siempre que ello resulte más favorable que lo dispuesto en la ley vigente al 

momento de la supuesta comisión de los hechos. Pueblo v. Hernández 

García, 186 DPR 656, 673 (2012); Pueblo v. González, supra, pág. 685.  

Dicho de otra manera, este principio “ordena la aplicación retroactiva de 

leyes penales más favorables, lo que, a su vez, implica aplicar una ley cuya 

vigencia es posterior al acto u omisión realizado”. Pueblo v. González, 

supra, pág. 685.      

Ahora bien, es preciso señalar que el referido principio no es 

absoluto, ya que al carecer de rango constitucional está dentro de la 

prerrogativa total del legislador. Pueblo v. González, supra, pág. 686.  

Mediante la incorporación de las cláusulas de reserva en los cuerpos 

legales penales, se ha advertido la intención del legislador de imponer 

limitaciones al principio de favorabilidad.  Pueblo v. González, supra, págs. 

698-699. Particularmente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

pronunciado que:  

por medio de cláusulas de reserva generales aplicables a todas las 
leyes penales derogadas, enmendadas o reinstaladas, se estableció 

que al aprobar una nueva ley penal la intención legislativa no es 
suprimir los procedimientos iniciados -y que a[ú]n no hubiesen 
advenido finales- sino la supresión de éstos a menos que la 
Legislatura lo dispusiera así expresamente.  Pueblo v. Torres Cruz, 
194 DPR 53, 61 (2015); Pueblo v. González, supra, pág. 687.  

D. 

La Ley 168-2019, fue aprobada, entre otros fines, para derogar la 

Ley 404-2000. Sobre la aplicación de esta ley en el tiempo, su Art. 7.25 

dispone lo siguiente:  

La conducta realizada con anterioridad a la vigencia de esta 
Ley en violación a las disposiciones de la Ley 404-2000, según 
enmendada, aquí derogada, se regirá y juzgará conforme a 
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las disposiciones de dicha Ley, incluyendo las penas y el 
modo de ejecutarlas.  Disponiéndose que, todas las penas 
de reclusión que se impongan bajo esta Ley o la Ley 404-2000, 
según enmendada, podrán ser consideradas para la libertad 
bajo palabra por la Junta de Libertad bajo la Palabra al 
cumplir el setenta y cinco (75) por ciento del término de 
reclusión impuesto. 

[…] 
 

(Énfasis nuestro). 
 

III. Aplicación del Derecho a los hechos 

El señor Gómez Herrera plantea que procede la aplicación del 

principio de favorabilidad a las penas que se le impusieron por infringir el 

Art. 5.04 de la Ley 404-2000, supra, por hechos ocurridos en el 2017.  

Arguye que el Art. 7.25 de la Ley 168-2019, equivalente al derogado Art. 

5.04 de la Ley 404-2000, supra, no requiere que la pena de reclusión sea 

cumplida en años naturales, a diferencia de lo establecido en el artículo 

anterior.  A esos efectos, sostiene que la Ley 168-2019 no contiene una 

cláusula de reserva y que, ante ello, no existe prohibición a que se le 

aplique a su caso el principio de favorabilidad.  

Contrario a lo que expone el señor Gómez Herrera, la Ley 168-2019 

contiene una cláusula de reserva en su Art. 7.25 que impide la 

aplicación del principio de favorabilidad. En lo pertinente, el referido 

artículo dispone que “[l]a conducta realizada con anterioridad a la vigencia 

de esta Ley en violación a las disposiciones de la Ley 404-2000, según 

enmendada, aquí derogada, se regirá y juzgará conforme a las 

disposiciones de dicha Ley, incluyendo las penas y el modo de ejecutarlas”. 

Nótese, pues, que por disposición estatutaria al peticionario no puede 

aplicársele retroactivamente lo establecido en el Art. 7.25 de la Ley 168-

2019. Ello, al disponer que la Ley 168-2019 contiene una cláusula de 

reserva en la cual el legislador “dejó consignado su intención de que los 

hechos cometidos bajo la vigencia de la Ley 404-2000 le apliquen las 

penas vigentes al momento de la Ley por la cual fueron convictos”.  

Luego de evaluar los planteamientos del peticionario, a la luz del 

derecho vigente y los criterios establecidos en la Regla 40 del Reglamento 
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del Tribunal de Apelaciones, supra, no existen circunstancias que 

ameriten nuestra intervención con la Resolución recurrida. De la totalidad 

del expediente y de las disposiciones de nuestro ordenamiento jurídico 

atinentes a la controversia se desprende que la determinación del foro 

recurrido es correcta. Tampoco el convicto ha logrado establecer que su 

reclamo al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, supra, se 

cometieron los errores que señala. En consecuencia, procede la 

denegatoria de la petición ante nuestra consideración.      

IV. Parte dispositiva 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del auto 

de certiorari solicitado por el señor José M. Gómez Herrera.  

El Administrador de Corrección deberá entregar copia de esta 

Resolución al confinado, en cualquier institución donde se encuentre. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


